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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 28
        Julio 17 y 18 de 2013

 


La fuerza obligatoria de las sentencias restringida a la causa en que se pronuncia y la prohibición a los jueces de proveer por vía de disposición legal o reglamentaria, no impide la existencia de efectos erga omnes y extensivos de las sentencias que deciden acciones constitucionales
	  III. EXPEDIENTE D-9446  -   SENTENCIA C-461/13  (julio 17)   
        M.P. Nilson Pinilla Pinilla


1.
Norma acusada
CÓDIGO CIVIL

ARTICULO 17. FUERZA DE LAS SENTENCIAS JUDICIALES. Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligatoria sino respecto de las causas en que fueron pronunciadas. Es, por tanto, prohibido a los jueces proveer en los negocios de su competencia por vía de disposición general o reglamentaria. 
2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE, por los cargos analizados, el artículo 17 del Código Civil, bajo el entendido de que no impide la existencia de efectos erga omnes y extensivos de las sentencias que deciden las acciones constitucionales. 

3.
Síntesis de los fundamentos

Le correspondió a la Corte Constitucional establecer si el artículo 17 del Código Civil es contrario a los artículos 4º, 13, 29, 228, 230, 241 y 243 de la Carta Política, al impedir que la jurisprudencia contenida en los pronunciamientos de las altas cortes, cuando actúan como órganos de cierre, sea tenida en cuenta y proyecten sus efectos a las decisiones que posteriormente emitan los jueces de la República para resolver casos semejantes a los fallados en aquellas sentencias.

El análisis efectuado por la Corte tuvo en cuenta, en primer lugar, que por las circunstancias del contexto histórico y social dentro del cual fue expedida la norma acusada, su pretensión fue la de regular los efectos de todo tipo de sentencias judiciales. En aquella época solo existían fallos relacionados con la solución de situaciones individuales en materia civil o penal, lo que explicaría la razón por la cual se establecieron las reglas contenidas en el artículo 17 del Código Civil, con la intención de diferenciar el efecto de las leyes y/o los actos administrativos del que por regla general tienen las sentencias. 

A la vez, determinó que las restricciones que la norma demandada impone a la actividad de los jueces se referirían a la parte resolutiva de sus sentencias, que es la que en realidad contiene el mandato u orden judicial, y no a su parte motiva, que si bien por lo general no tiene esa connotación, es la relevante en el caso de las cortes en cuanto precedente de obligatorio cumplimiento para los particulares, las autoridades y sobre todo los jueces que resuelven futuros casos semejantes.

Desde esa perspectiva, la Corporación entendió que el precepto acusado no genera el efecto planteado por los demandantes en el sentido de impedir la consolidación o la aplicación de los precedentes judiciales, proceso que no sufre ninguna dificultad como consecuencia de esta norma legal. Así las cosas, carecen de fundamento los cargos formulados por los demandantes, porque no se afecta la supremacía constitucional, ni la igualdad, ni el debido proceso, ni sufren mengua ninguna de las funciones de esta Corporación en guarda de la integridad de la Constitución. Antes bien, resulta cierto que la precaución en torno a que los efectos de las sentencias no se extiendan sino a aquellas personas que hubieren participado del respectivo trámite, en realidad contribuye a hacer efectivos los mandatos contenidos en varias de las norma superiores que se citan como infringidas, como la igualdad o el debido proceso, evitar que terceras personas resulten vinculadas por actuaciones en las que no hubieren intervenido ni tenido oportunidad de defenderse y exponer sus propios puntos de vista. 

Sin embargo, la Corte reconoció que la norma sí genera dificultad en el caso de las sentencias que se profieren en relación con las acciones constitucionales, que comprensiblemente no fueron tenidas en cuenta en la disposición enjuiciada, por cuanto se trata de casos en los que la decisión expedida involucra, de varias maneras, a sujetos diferentes y adicionales a aquellos que hubieren intervenido dentro del trámite correspondiente. Por tal motivo, procedió a declarar la exequibilidad del artículo 17 del Código Civil, por los cargos analizados, en el entendido de que no impide la existencia de efectos erga omnes o extensivos de las sentencias que se profieren con ocasión de la instauración de acciones constitucionales.

 4.
Salvamento y aclaraciones de voto

El magistrado Luis Ernesto Vargas Silva aclaró su voto frente a la parte considerativa de la sentencia y salvó parcialmente su voto respecto de la parte resolutiva de la misma. Consideró que (i) en la parte motiva de la sentencia debió diferenciarse claramente entre el problema de los efectos extensivos de las sentencias –erga ommes e inter comunis- de una parte, y entre el problema del precedente judicial o de la vinculatoriedad u obligatoriedad de las decisiones judiciales de las Altas Cortes para los jueces y operadores jurídicos, de otra parte. En este sentido, encontró necesario diferenciar conceptual y jurídicamente entre (a) los efectos extensivos o erga ommes de las sentencias de la Corte en materia de constitucionalidad y los del Consejo de Estado en materia de nulidad; (b) los efectos extensivos de las sentencias de tutela o efectos inter comunis en sentencias de unificación; y (c) la obligatoriedad o vinculatoriedad en general de la jurisprudencia de las Altas Cortes para los jueces al fallar casos análogos o similares, lo cual corresponde al tema de teoría constitucional relativo al precedente judicial. 
(ii) De otro lado, en relación con la parte resolutiva, el  Magistrado Vargas Silva, si bien compartió la necesidad de condicionar la norma acusada, encontró que era más correcto desde el punto de vista constitucional un condicionamiento de la misma bajo la siguiente fórmula, que propuso en Sala Plena: “en el entendido que no se impiden los efectos generales y extensivos de las sentencias de las Altas Cortes, así como la obligatoriedad y vinculatoriedad de las mismas como precedentes judiciales”. En su criterio, con esta interpretación o alcance normativo incorporado a la disposición demandada hubieran quedado cobijados los dos problemas jurídico-conceptuales a los cuales hizo alusión. 
Los magistrados Mauricio González Cuervo y Luis Guillermo Guerrero Pérez anunciaron la presentación de aclaraciones de voto relacionadas con algunas de las consideraciones que se exponen como fundamento de la decisión de exequibilidad condicionada.

La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la eventual presentación de una aclaración de voto sobre los fundamentos de esta sentencia. 
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Presidente 
